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Radicación Nro.

:
66001-31-05-001-2008-00485-01

Proceso


: 
ORDINARIO LABORAL

Demandante

:
MARÍA SOLEDAD RAMÍREZ LÓPEZ 

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
1º Laboral del Circuito de Pereira 

Providencia

:   
Auto de 2° instancia

Tema                            :
Cuando en la sentencia de segunda instancia el Tribunal se abstiene de analizar los fundamentos de la apelación porque no aparece en el expediente una prueba documental fundamental que de acuerdo al apelante se anexó con la demanda, pero que no logró probarse tal cosa, esto es, el aporte de dicha prueba documental, no se configura causal de nulidad en el fallo de 2° grado. 
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
Pereira, julio nueve (09) de dos mil nueve (2009)

ASUNTO


Por medio de la presente providencia, entra la Sala a decidir de fondo la solicitud de nulidad realizada por la mandataria judicial de la parte demandante contra la sentencia del 26 de marzo de 2009, proferida por esta Sala, dentro del Procedo Ordinario Laboral incoado por MARÍA SOLEDAD RAMÍREZ LÓPEZ contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.

CONSIDERACIONES

1. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

· ¿Es nula la sentencia de segunda instancia cuando se abstiene de analizar los fundamentos de la apelación porque no aparece en el expediente una prueba documental fundamental que de acuerdo al apelante se anexó con la demanda?
2. De los antecedentes procesales: 

En auto precedente, adiado el 4 de junio del presente año, la suscrita Magistrada Ponente, explicó en forma detallada lo ocurrido en este asunto (folios 20 al 23, cuaderno de segunda instancia), razón por la cual y sólo con el fin de justificar argumentativamente la presente providencia, trascribimos los apartes que vienen al caso, así:  

“El presente proceso subió a segunda instancia con ocasión del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de primer grado proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de esta ciudad (folios 40 a 48, cuaderno principal). El fallo de primera instancia acogió parcialmente las pretensiones de la demanda y ordenó  el reajuste de la primera mesada pensional a partir del 31 de mayo de 2006 y en consecuencia condenó al Instituto de Seguros Sociales a cancelar a favor de la demandante el mayor valor que resultare en su favor desde esa fecha. La inconformidad de la parte demandante contra esa decisión se fincó en la supuesta equivocación en que incurrió la Juez A quo cuando realizó la operación  aritmética de la actualización de los salarios devengados por la actora en aplicación del artículo 21 de la Ley 100/93, toda vez que debió hacerse hasta la fecha del reconocimiento de la pensión, esto es, hasta el 31 de mayo de 2006 y no hasta el 30 de julio de 2005, fecha en que se efectuó la última cotización. 

Una vez abordado el tema por esta Sala de Decisión, a través de la sentencia calendada el 26 de marzo de 2009 (folios 8 a 13, cuaderno No. 2) revisó el material probatorio y encontró que no hacía parte del expediente la Resolución mediante la cual se reconoció el estatus de pensionada a la actora, y por eso incluso encontró ilógico e inexplicable que la funcionaria de primera instancia haya tenido como probada la calidad de pensionada, que además era beneficiaria del régimen de transición y sobre todo que haya establecido el monto de la pensión y el porcentaje de la tasa de reemplazo que le fue aplicada a la misma, si no existía la prueba documental que así lo demostrase. En virtud de lo anterior, concluyó la Sala que carecía de elementos de juicio y probatorios para determinar si efectivamente la juez de primer grado incurrió en los yerros enrostrados por la censura, y con fundamento en el principio de la reformatio in pejus, procedió a confirmar la sentencia. 

La mentada sentencia fue notificada por estrados y no mereció reparo alguno, sin embargo, días después, exactamente el 13 de abril de 2009, la apelante solicita la nulidad de esa providencia alegando fundamentalmente que la prueba documental que la Sala echó de menos, fue aportada oportunamente a la demanda y con fundamento en ella se dictó la sentencia de primera instancia, y como consecuencia de la nulidad de la sentencia solicita que se oficie al juez de primer grado para que remita a este Despacho el expediente con todos los documentos relacionados como pruebas y se proceda a dictar nuevamente sentencia de segunda instancia”. 

En dicho auto, se ordenó la práctica de una prueba de oficio previo a la decisión de la presente solicitud de nulidad de la sentencia de segunda instancia, que –como se explica en dicha providencia- tenía como objeto establecer si efectivamente la parte demandante presentó oportunamente y con la demanda la prueba documental que esta Sala echó de menos en el expediente y que resultaba fundamental para desatar el recurso de apelación y, una vez confirmado lo anterior, dar con el paradero de la Resolución mediante la cual el Instituto de Seguros Sociales reconoció el estatus de pensionada a la actora. 

Con ese propósito, se ofició al Juzgado de primera instancia quien atendiendo las directrices del referido auto, remitió un oficio explicatorio calendado el 10 de junio de los cursantes, visible a folios 25 y ss. del cuaderno de segunda instancia. 

Bajo el marco de la mentada prueba documental, se entra a analizar si se configuró la deprecada nulidad dentro de la sentencia de segunda instancia. 
3. Caso concreto: 

Debe decirse primeramente que la parte que solicita la presente nulidad no expresó la causal que invoca, a sabiendas de que en materia procesal las causales de nulidad son taxativas, al punto que cualquier irregularidad que se presente en el proceso, diferente a las clasificadas como causal de nulidad, se entenderán subsanadas si no se impugnan oportunamente a través de los recursos de ley, de conformidad al parágrafo del artículo 140 del C. de P.C., aplicable por analogía en materia laboral. 

Ahora bien, la nulidad que se depreca se fundamenta en el hecho de que esta Sala de Decisión profirió una sentencia en la que se abstuvo de analizar las razones de la apelación ante la falta del acto administrativo que reconoció la pensión a la demandante, prueba documental que según la solicitante se aportó con la demanda. Es decir, la nulidad se finca en la falta de valoración probatoria de una prueba documental que supuestamente se adjuntó a la demanda pero que no apareció en el expediente al momento de decidirse el recurso de apelación, causal que no encaja en ninguna de las causales de nulidad enlistadas en el artículo 140 del Estatuto Procedimental Civil ni en ninguna otra norma especial, ni tampoco en el artículo 29 de la Constitución Nacional, toda vez que no se trata de una prueba irregularmente allegada al proceso. 

Ahora bien, si en gracia de discusión y bajo una interpretación amplísima se aceptara que cuando se trata de la solicitud de nulidad por falta de valoración de una prueba documental que supuestamente se anexó a la demanda, se configura una causal de nulidad, le corresponde a quien la alega,  probar que efectivamente se adjuntó dicho documento, situación que en el presente caso tampoco se hizo, tal como pasa a verse a continuación: 

Por una parte se encuentra el oficio remitido por el Juzgado Primero Laboral de esta ciudad (folio 27 a 29, cuaderno de segunda instancia), en el que lejos de aclararnos si la Resolución No. 0053001 del 28 de julio de 2006, expedida por el ISS, se aportó o no a la demanda, nos deja en el limbo, toda vez que la funcionaria de primer grado se dedicó a justificar los fundamentos de su sentencia, la cual según su parecer no requería el susodicho acto administrativo para llegar a la misma conclusión a la cual llegó, porque bastaba la prueba documental que obra en el proceso (historial de cotizaciones) y la contestación de la demanda por parte del ISS, en donde acepta varios de los hechos de la demanda. Al rompe se advierte que la A quo, partió de la idea errada de que la solicitud de nulidad se enfiló contra la sentencia de primera instancia cuando en realidad la nulidad se depreca contra el fallo de segunda instancia, como claramente se explicó en el auto que decretó pruebas y cuya copia se le remitió. 

Como si fuera poco lo anterior, en la misma incertidumbre quedamos luego de leer  las declaraciones que se adjuntaron a dicho oficio de dos empleadas del juzgado de primer grado (MONICA ANDREA JARAMILLO ZULUAGA y BETTY DEL SOCRRO ARANGO), en las que sin vacilación alguna y al unísono confiesan que si bien no recuerdan este proceso en especial, en todos los casos no tienen la precaución –como les incumbe legalmente por las funciones que desempeñan-  de verificar los anexos de las demandas que les corresponden por reparto (folios 28 y 29, cuaderno se segunda instancia), deber que si se hubiera cumplido con diligencia seguramente nos hubiera evitado este engorroso y dilatorio trámite.

En conclusión, en principio tenemos que no existe prueba alguna que nos demuestre que en efecto se adjuntó a la demanda la Resolución No. 0053001 del 28 de julio de 2006, ni tampoco prueba de que no se adjuntó. No obstante, al revisar el expediente encontramos dos aspectos que no puede pasar inadvertido esta Sala: i) que todos los folios se encuentran debidamente numerados sin que se advierta la falta de alguno; ii) que el auto que decretó pruebas (folio 30 y 31, cuaderno principal) al momento de decretar las pruebas pedidas por la parte demandante dijo textualmente “Estímense en su valor legal los documentos aportados con la demanda, obrantes a folios 13 al 16” (subraya nuestra), folios que corresponden únicamente al historial de cotizaciones al Instituto de Seguros Sociales, lo que nos indica que para ese momento –noviembre 27 de 2008,  aún antes de dictarse la sentencia de primera instancia-, el mentado acto administrativo no se encontraba en el expediente porque de ser así, se hubiera incluido dentro de los folios que contenían la prueba documental adosada por la demandante. Así las cosas, la Sala concluye que pese a haberse dicho en la demanda que se anexaba la Resolución No. 0053001 del 28 de julio de 2006, en realidad no se hizo, razón demás para negar la presente solicitud de nulidad. 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, 

R E S U E L V E :

Primero.- Abstenerse de declarar la nulidad de la sentencia del 26 de marzo del año en curso, proferida por esta Sala de Decisión (folios 8 y ss. del cuaderno de segunda instancia), por las razones que se explicaron en la parte motiva de esta providencia. 

Segundo.- Ordenar a la Señora Juez Primero Laboral del Circuito de Pereira  que tome las medidas correctivas y disciplinarias pertinentes para que en adelante, la Secretaría de su Despacho verifique estrictamente los anexos que se adjuntan a la demanda, en cumplimiento del artículo 84 del C. de P.C. 
Tercero.- Sin lugar a condenar en costas.
Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

